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De acuerdo a lo anterior, y aunque se confirmará la decisión de primer nivel en lo relacionado con la improcedencia de la acción de tutela para definir el futuro monto de la pensión de vejez de la cual goza el accionante, así como la exoneración de los cobros por el supuesto “pago de lo no debido”, se encuentra también necesario  corregir en esta instancia judicial la actuación irregular de Colpensiones, por lo tanto se concederá el amparo del derecho fundamental al debido proceso del accionante, ello en el sentido de invalidar la ejecutoria de la Resolución No. GNR 379428 del 13 de diciembre de 2016, para en su lugar ordenarle a Colpensiones que realice la notificación de dicho acto administrativo al señor Óscar López Valencia, cerciorándose de que ésta se lleve a cabo de manera efectiva, para de esta manera darle la oportunidad de controvertirla oportunamente.
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ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el señor ÓSCAR LÓPEZ VALENCIA, en contra de la decisión proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito de esta ciudad el pasado 11 de abril de 2018, mediante la cual declaró improcedente la solicitud de amparo constitucional invocada en contra de COLPENSIONES. 
ANTECEDENTES:

El señor Óscar López Valencia acudió al presente mecanismo constitucional de amparo invocando la protección de sus derechos fundamentales al debido proceso, igualdad, defensa y mínimo vital, entre otros; prerrogativas que considera quebrantadas por parte de Colpensiones. Del extenso escrito presentado por el libelista, se pueden extraer como relevantes para el presente asunto, los siguientes hechos:  
· Mediante Resolución No. 01213 del 24 de febrero de 2012 el extinto ISS le reconoció una pensión de vejez. 

· El 24 de mayo de 2012 presentó una demanda ordinaria laboral en contra de Colpensiones, con la cual solicitó que se hiciera una reliquidación de la pensión reconocida, trámite que adelantó el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira, Despacho en el cual se profirió sentencia en su favor el 18 de marzo de 2014. Sin embargo, en contra de la misma presentó recurso de apelación. 

· Más adelante, y antes de que se efectuara algún pronunciamiento por parte de la judicatura frente a su alzada, Colpensiones –en apartamiento a la aludida sentencia- profirió un acto que resultó ser incluso más favorable que la sentencia de primera instancia, esto es, la Resolución No. GNR 145692 del 29 de abril de 2014, con la cual se reliquidó el valor de la pensión, y ordenó pagarle una mesada de $1’281.875, decisión que a él le pareció ajustada a derecho, razón por la cual desistió del recurso de apelación interpuesto en contra de la sentencia judicial, acogiéndose así a lo decidido en el acto administrativo de Colpensiones. 
· A pesar de lo anterior, el 4 de agosto de 2015 se profirió por parte de Colpensiones la Resolución No. GNR 236405, con la que, acogiéndose a la sentencia del Juzgado Laboral, se revocó en algunas partes el contenido del anterior acto administrativo (Resolución No. GNR 145692 del 29 de abril de 2014) decidiendo, rebajar el monto de la pensión ya reconocida, y ordenarle la devolución de unos dineros por el supuesto “pago de lo no debido” en que había venido incurriendo esa entidad.
Según el accionante, Colpensiones olvidó con esa determinación que la Resolución No. GNR 145692 del 29 de abril de 2014 se había emitido con conocimiento de que había una decisión judicial en favor de él, y que estaba pendiente la resolución del recurso de apelación, aun así, dicha AFP había decidido apartarse de esa sentencia y ser más condescendiente con sus intereses, por lo que no es válido afirmar que se estaban realizando pagos indebidos, cuando lo único que se estaba haciendo era dar cumplimiento a lo contemplado en el mencionado acto, de manera que si existió alguna inconsistencia o irregularidad, no es sobre él que deberían recaer las consecuencias, pues ha obrado de buena fe.   
Respecto de esta última determinación de Colpensiones, contó el accionante que no se le permitió interponer ningún tipo de recurso, pues tal impedimento quedó plasmado en el numeral octavo de la aludida resolución, sin importar que lo que se estaba alterando era ya un derecho adquirido por él, poniendo entonces en tela de juicio la seriedad y credibilidad de los actos administrativos que expide esa entidad. 
En vista de ello, y con el fin de rebajar el alto monto que se le estaba cobrando por Colpensiones, consignó por intermedio de su entonces apoderado judicial el valor de $1’028.000 en la sucursal de la entidad “Bancolombia”, hasta tanto se aclarara la inconsistencia, informándole de ello a Colpensiones en ese momento, sin que ahora sepa qué pasó con ese depósito, pues tampoco se le descontó ese valor de la supuesta deuda. 
· Contó también el actor que el 7 de febrero del año que transcurre recibió una citación por parte de Colpensiones para que se presentara a notificarse de la Resolución No. 000882, contentiva de un mandamiento de pago en favor de esa entidad, y al acercarse allí y enterarse del contenido de ese acto administrativo, se percató de que el mismo se fundamentaba en la Resolución No. GNR 379428 del 13 de diciembre de 2016, Acto que nunca se le notificó y que desconocía completamente hasta ese momento, de manera que se le había continuado impidiendo ejercer sus derechos de defensa y contradicción. 
Según el libelista, ese mismo día se dio cuenta de que la notificación de la Resolución No. GNR 379428 del 13 de diciembre de 2016 se le hizo a una señora llamada “Isaura Escobar Romero” en la ciudad de Cali, pero aseveró que no conoce a esa persona, ni tampoco ha autorizado a ningún tercero para que se notifique en su nombre de las decisiones tomadas por Colpensiones, mucho menos en otra ciudad, porque él vive en Pereira, por ello considera que la accionada está en el deber de demostrar si efectivamente él facultó a alguien para que recibiera dicha comunicación.   

· El 20 de marzo de 2018 dio respuesta a Colpensiones y presentó “excepciones” frente al último acto administrativo que se le notificó. 
PRETENSIONES:
De conformidad con los hechos expuestos en precedencia, planteó el accionante las siguientes solicitudes: 
· Que se anule o revoque la Resolución No. GNR 236405 del 4 de agosto 2015, por medio de cual se modificó la mesada pensional que venía percibiendo 
· Que se ordene a Colpensiones proferir un acto administrativo con el cual se ratifique el contenido de la Resolución No. GNR 145692 del 29 de abril 2014. 
· Que se declare a través de esta acción que Colpensiones no ha efectuado en su favor ningún “doble pago”, sino que por el contrario, ha estado pagando lo justo; por lo tanto, se le impida a dicha entidad continuar con el cobro coactivo. 
· Que se ordene a Colpensiones restablecer en favor suyo el derecho adquirido a la pensión de vejez conforme a los parámetros de la Resolución No. GNR 145692 del 29 de abril 2014, y además, se le reintegren todas las diferencias salariales que ha dejado de percibir o que se le hayan descontado de sus mesadas, con sus correspondientes intereses.  

· Que se ordene a Colpensiones dejar sin efectos el contenido de la Resolución (mandamiento de pago) No. 000882 del 07 Febrero 2018, y así mismo, se ordene la devolución, en favor suyo, del dinero que consignó para esa entidad por medio de su anterior apoderado judicial como abono a la supuesta deuda que se le estaba cobrando.  
· Que se dé informe a los organismos de control competentes, para que se realicen las investigaciones tendientes a establecer las irregularidades en que pudo incurrir Colpensiones con las diversas actuaciones a las cuales hizo alusión en esta acción. Y además, se ordene a Colpensiones no volver a incurrir en ese tipo de conductas hacia él y demás afiliados a esa entidad.  
· Que se ordene a Colpensiones la reparación del daño por la rebaja en el monto de su pensión de vejez y demás actuaciones injustas. 
TRÁMITE Y SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA: 

El Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira avocó el conocimiento de la actuación el 2 de abril del año que transcurre, y ordenó correr traslado de la demanda a Colpensiones, por medio de la Dirección de Prestaciones Económicas, la Gerencia de Determinación de Derechos y la Dirección de Cartera. No obstante, a pesar de haberse corrido traslado oportuno, la entidad guardó silencio. 

Una vez realizado el estudio de la situación fáctica planteada, el Despacho de conocimiento resolvió mediante sentencia del 11 de abril de 2018 declarar improcedente la solicitud de amparo constitucional reclamada, en primer lugar porque consideró que no se cumplía el requisito de inmediatez de la acción de tutela, pues los hechos que narró el accionante han sido consecuencia de un acto administrativo que se profirió en el año 2015, sin que justifique la inactividad en que ha incurrido el señor López Valencia desde entonces hasta el día de hoy.
Ahora, en lo que tiene que ver con la pretensión de que se deje sin efectos la resolución de mandamiento de pago emitida por Colpensiones, puntualizó el A Quo que por tratarse de un acto administrativo, puede ser controvertido ante la jurisdicción contencioso administrativa, de manera que tampoco que cumplió con el requisito de subsidiariedad para la procedencia de la querella de amaro constitucional aquí reclamada. 

FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN:
Una vez enterado de la decisión de instancia, el señor Óscar López Valencia presentó un memorial con el cual la impugnó. Lo primero que indicó en su escrito fue que el análisis realizado por el Juez de conocimiento le pareció insuficiente, pues en criterio suyo, lo que hizo el A quo fue tomar el camino más fácil, que es el de declarar improcedente la acción constitucional de manera genérica, como un todo, sin pronunciarse frente a cada una de las pretensiones incoadas por él en su libelo petitorio, y sobre todos los derechos fundamentales invocados.  
De acuerdo a lo consignado en el escrito de impugnación, se tiene que el señor Óscar López Valencia reiteró en éste los argumentos planteados en su solicitud de amparo inicial, y además, recalcó que el Juez de primer nivel debió haberle exigido a Colpensiones que acreditara en qué momento él autorizó a un tercero para que se notificara de las decisiones tomadas por esa entidad, que lo involucran a de forma directa. 
Así mismo, insistió que la entidad accionada no estaba facultada para modificar una situación que ya se encontraba definida y en firme, como lo era su pensión, dejando de lado que ya gozaba de un derecho adquirido y haciendo caso omiso de la prohibición que tiene la administración para revocar actos de carácter particular y concreto que reconocen derechos en favor de los administrados sin su consentimiento.  
Bajo dichos argumentos pidió que se revoque la decisión de primer nivel, para en su lugar tutelar sus derechos fundamentales.  
CONSIDERACIONES DE LA SALA:
Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 

En el presente asunto le corresponde a la Sala determinar si como afirma el señor Óscar López Valencia, la entidad accionada ha desconocido sus derechos fundamentales, de manera que deba revocarse la decisión de primer grado, o si contrariamente dicha sentencia resulta acertada frente a la teoría de la improcedencia de la acción constitucional.
Conforme con lo previsto por el artículo 86 de la Carta Constitucional, toda persona tiene derecho a recurrir a la acción de tutela para invocar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, directamente o a través de representante, la protección inmediata de sus derechos fundamentales, cuando estén siendo vulnerados o amenazados con la acción u omisión de alguna autoridad pública, o con la conducta de algunos particulares en los casos expresamente previstos en la ley.

De acuerdo con la Constitución Política, Colombia es un Estado social y democrático de derecho, lo que se traduce en la concepción humanista del Estado que procura la promoción y mantenimiento de unas condiciones mínimas de existencia de los asociados, acordes con la dignidad de la persona como integrante de la sociedad, por ello el reconocimiento de la primacía de las garantías inalienables del ser humano y el establecimiento de mecanismos prácticos y seguros para su protección. 

El asunto que ocupa la atención de esta Corporación, se concentra en el cuestionamiento que se le hace al fallo de primer nivel que negó el amparo a los derechos invocados, al precisar básicamente que en el caso del accionante se incumple con el requisito de inmediatez de la acción de tutela, y además, porque según criterio del Cognoscente, el actor tiene a su alcance otro medio de defensa judicial que le permite buscar una solución a la controversia planteada.
De conformidad con lo anterior, sea lo primero recordar que si bien la acción de tutela es un derecho constitucional y como tal, puede ser reclamada por cualquier persona en todo momento y lugar ante los jueces de la República para la protección de sus derechos fundamentales, ésta facultad no es absoluta, dado que existen unos límites impuestos tanto por el constituyente primario como por la legislación, de tal suerte que no degenere en abuso del derecho. En consecuencia, siempre es necesario que antes de entrar abordar los argumentos propuestos por quien promueve la solicitud de amparo constitucional, examine el Juez constitucional si en el caso puesto bajo su conocimiento se cumplen las reglas para su procedencia, lo cual se constituye en un requisito sine qua non, para dar paso al estudio de fondo que se pretende.
Sobre la procedibilidad de la tutela:
El artículo 86 Superior, indica que la acción de tutela sólo procederá cuando “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.”. 
En consonancia con ello, el artículo 6º del Decreto 2591 de 1991 indica que una de las causales de improcedencia de la acción de tutela se da: “Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentra el solicitante. (…)”

Así las cosas, se puede apreciar que una de las causales de improcedencia es la verificación de que al accionante le asiste otro medio de defensa judicial, pues ello materializa el carácter subsidiario y residual de esta acción, ya que no en todos los casos es el Juez de tutela el llamado a proteger o pronunciarse sobre la presunta vulneración los derechos fundamentales que se invocan, toda vez que el legislador estableció que este tipo de asuntos pueden y deben ser ventilados ante la justicia ordinaria donde por especialidades están en la capacidad de resolver con más precisión el conflicto propuesto, especialmente en aquellos casos donde se requiere de un análisis probatorio concienzudo para determinar cuál es la norma a aplicar o inaplicar en cada caso concreto. 
Por tanto a la tutela se debe acudir como último recurso o como el primero pero de manera transitoria y cuando a simple vista se puede establecer que de no darse la protección de los derechos de manera inmediata, quien la invoca se vería frente a un perjuicio irremediable. Frente al tema ha dicho la Corte Constitucional: 

“Entendida de otra manera, la acción de tutela se convertiría en un escenario de debate y decisión de litigios, y no de protección de los derechos fundamentales. Al respecto, en la sentencia T-406 de 2005, la Corte indicó:

 
“Según esta exigencia, entonces, si existen otros medios de defensa judicial, se debe recurrir a ellos pues de lo contrario la acción de tutela dejaría de ser un mecanismo de defensa de los derechos fundamentales y se convertiría en un recurso expedito para vaciar la competencia ordinaria de los jueces y tribunales. De igual manera, de perderse de vista el carácter subsidiario de la tutela, el juez constitucional, en este ámbito, no circunscribiría su obrar a la protección de los derechos fundamentales sino que se convertiría en una instancia de decisión de conflictos legales.  Nótese cómo de desconocerse el carácter subsidiario de la acción de tutela se distorsionaría la índole que le asignó el constituyente y se deslegitimaría la función del juez de amparo.”

Puntualizando, se puede indicar que, de acuerdo con el principio de subsidiariedad de la acción de tutela, ésta resulta improcedente cuando es utilizada como mecanismo alternativo de los medios judiciales ordinarios de defensa previstos por la ley. Sin embargo, en los casos en que existan medios judiciales de protección ordinarios al alcance del actor, la acción de tutela será procedente si el juez constitucional logra determinar que: (i) los mecanismos y recursos ordinarios de defensa no son suficientemente idóneos y eficaces para garantizar la protección de los derechos presuntamente vulnerados o amenazados; (ii) se requiere el amparo constitucional como mecanismo transitorio, pues, de lo contrario, el actor se vería frente a la ocurrencia inminente de un perjuicio irremediable frente a sus derechos fundamentales; y, (iii) el titular de los derechos fundamentales amenazados o vulnerados es sujeto de especial protección constitucional.

 

La jurisprudencia constitucional, al respecto, ha indicado que el perjuicio ha de ser inminente, esto es, que la amenaza está por suceder prontamente; las medidas que se requieren para conjurar el perjuicio irremediable han de ser urgentes; no basta cualquier perjuicio, se requiere que este sea grave, lo que equivale a una gran intensidad del daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona; la urgencia y la gravedad determinan que la acción de tutela sea impostergable, ya que tiene que ser adecuada para restablecer el orden social justo en toda su integridad.”

 
En ese orden de ideas, el juez de tutela debe ser inflexible al exigir el requisito de procedibilidad denominado residualidad, porque el mismo va dirigido a que exista completa armonía y división de las respectivas competencias que se han distribuido dentro de la Rama Judicial como uno de los poderes públicos:

“… cuando se configuren esas circunstancias de carácter excepcional que desplazan el mecanismo judicial ordinario y abren paso a la intervención de la jurisdicción constitucional, se requiere que: i) el asunto debatido tenga relevancia constitucional, es decir, que se trate indiscutiblemente de la protección de un derecho fundamental; ii) que el problema constitucional que se plantea aparezca probado de tal manera que para la verificación de la vulneración del derecho fundamental cuyo amparo se solicita, no se requiera ningún análisis de tipo legal, reglamentario o convencional, que exija del juez constitucional un ejercicio probatorio que supere sus facultades y competencias; y, iii) que el mecanismo judicial ordinario resulte insuficiente para proteger los derechos fundamentales violados o amenazados. No obstante la regla general de solución de controversias laborales por parte de la jurisdicción competente [ordinaria o contenciosa], paralelamente la jurisprudencia constitucional ha sostenido que de manera excepcional ante ciertas circunstancias, puede abrirse paso la acción de tutela para resolver ese tipo de conflictos,…”.

La acción de tutela no es por tanto un medio alternativo, ni menos adicional o complementario para alcanzar el fin propuesto; tampoco puede afirmarse que sea el último recurso al alcance del actor, ya que su naturaleza, según la Constitución, es la de único medio de protección, precisamente incorporado a la Carta con el fin de llenar los vacíos que pudiera ofrecer el sistema jurídico para otorgar a las personas una plena protección de sus derechos esenciales”, tal y como lo ha expuesto la Corte Constitucional así: 

“… también se concibe como una medida judicial subsidiaria y residual, en tanto que sólo procede en ausencia de otros mecanismos de defensa judicial, a menos que se utilice como mecanismo transitorio para  evitar un perjuicio irremediable y mientras se puede acudir a las acciones y recursos ordinarios. Por lo mismo es claro que el constituyente no consagró con la tutela una vía procesal alternativa o paralela a las comunes para hacer valer los  derechos, de manera que únicamente podrá utilizarse la figura en cuanto el interesado carezca de otra vía procesal para defender un derecho fundamental, y sólo esta clase de derechos…”

Quiere decir lo anterior que, si estos presupuestos no se satisfacen por la parte demandante, es inviable estudiar de fondo sus pretensiones en sede constitucional.
Del caso concreto:

Partiendo de los presupuestos decantados anteriormente, lo primero que debe advertir esta Colegiatura es que, efectivamente, la acción de tutela no es el mecanismo legalmente diseñado para dirimir asuntos de índole económica, ni mucho menos para efectuar reconocimientos pensionales, o regular los montos de las mesadas ya otorgadas, por cuanto es claro que existe la vía ordinaria; también quedó claro que las únicas excepciones aplicables a dicha regla, serían dos: 1. Que se utilice la querella de amparo con el fin de evitar un perjuicio irremediable, circunstancia que más allá de las afirmaciones hechas por el accionante, no fue demostrada; y 2. Que el mecanismo dispuesto en la vía ordinaria no resulte ser idóneo para conjurar la transgresión invocada, cuestión que tampoco fue abordada por el señor Óscar López Valencia.   
Ahora, si bien el actor afirmó en ambos escritos que el descuento efectuado por Colpensiones y más aún el valor que se le está cobrando en el mandamiento de pago afecta su mínimo vital, lo cierto es que tal situación no fue demostrada, al contrario, lo que se advierte es que él cuenta con una prestación económica mensual que le permite cubrir sus necesidades básicas; y en ese contexto, lo que se concluye es que el tutelante se encuentra en condiciones de acudir a la vía ordinaria para que se determine cuál es el valor de la mesada pensional que finalmente le debe continuar pagando la administradora de pensiones.
En ese sentido, vale la pena mencionar que la acción de tutela no posee esa marcada simplicidad que en este caso se busca, pues si bien, su procedimiento no es tan riguroso como algunas otras acciones que existen en la jurisdicción, ello no implica que quien acude a ella, esté exento de aportar las pruebas que hagan evidente las condiciones de vulnerabilidad que se alegan, la ocurrencia o riesgo de un perjuicio irremediable que haga viable el amparo en forma permanente o transitoria, además de las razones por las cuales es este tipo de mecanismo, y no otro, el adecuado para los fines perseguidos.
De acuerdo a lo anterior, la Sala comparte el criterio del Juez Cognoscente en tal sentido, pero ello no obsta para reconocer en este punto que sí existió una vulneración al debido proceso administrativo que demandó el señor Óscar López Valencia, infracción que está relacionada con los obstáculos que le ha impuesto Colpensiones para ejercer oportunamente sus derechos de defensa y contradicción frente a los diversos actos administrativos que dicha entidad ha proferido, y que afectan de forma directa sus intereses. 
Como ya quedó establecido, el libelista goza en la actualidad de una pensión de vejez que le fue reconocida hace varios años por parte del extinto ISS, y que no sólo ha sido motivo de litigio, sino también de distintas controversias en sede administrativa, por cuanto han surgido diversos criterios entre ambas partes respecto del monto de las mesadas a las cuales tiene derecho el señor López Valencia. 
Lo que también está claro es que mediante la Resolución No. GNR 145692 del 29 de abril de 2014 Colpensiones reliquidó por primera vez el valor de la pensión que se le venía pagando a su afiliado, con la cual él se encontró conforme, según lo reiteró múltiples veces en su escrito introductorio; sin embargo, dicho acto administrativo fue objeto de modificación por parte de la accionada, aparentemente cuando se percató de que el valor allí reconocido era superior al ordenado en la sentencia judicial, profiriendo entonces la Resolución No. GNR 236405 del 4 de agosto de 2015 para corregir la inexactitud; pero a partir de allí, incurrió Colpensiones en una serie de errores que vale la pena resaltar para una mayor claridad: 

· En la Resolución No. GNR 236405 del 4 de agosto de 2015 se dijo por parte de Colpensiones que, supuestamente, en cumplimiento a lo ordenado en la instancia judicial por el Juez laboral, había lugar a modificar la mesada pensional y ordenar la devolución del dinero que se había pagado “de más”. Decisión contra la cual el actor interpuso oportunamente los recursos de ley
. 
· Como tiempo después Colpensiones se enteró de que en dicha resolución (GNR 236405) se había realizado un “cobro errado” al señor Óscar López Valencia, porque al parecer el valor que él debía devolver era superior al plasmado en el anterior acto administrativo, profirió una resolución para corregir el yerro, ésta fue la No. GNR 71165 del 7 de marzo de 2016, pero en esa disposición aseveró que en contra de la misma no procedía ningún recurso. 
· El 13 de diciembre de ese mismo año (2016) Colpensiones notó que había cometido un nuevo error, pues expidió el Acto No. GNR 379428 con el cual advirtió que en la resolución del mes de marzo se le había impedido al señor Óscar López Valencia interponer los recursos a los cuales, por ley, tenía derecho, de manera que, bajo la figura administrativa de la “revocatoria directa” subsanó esa falta y ordenó que se hiciera la notificación de la nueva Resolución para que en contra de la misma fueran garantizados los derechos de defensa y contradicción de su afiliado. 

· Infortunadamente la Resolución No. GNR 379428 del 13 de diciembre de 2016 TAMPOCO SE LE NOTIFICÓ al señor Óscar López Valencia, o por lo menos de ello no hay constancia dentro del expediente, entre otras, porque si acudimos a los postulados del artículo 20 del Decreto 2591 de 1991, resulta legítimo darle credibilidad a los dichos del accionante, en cuanto afirma que nunca se enteró de esa decisión, dado que Colpensiones no lo refutó. 

En lo concerniente al acto de notificación de la Resolución No. GNR 379428 del 13 de diciembre de 2016, encontramos a folio 47 del encuadernado que el mismo se le notificó a una señora llamada “Isaura Escobar Romero” en la ciudad de Cali, Valle del Cauca; persona que según asevera el señor López Valencia, no conoce, no autorizó nunca para recibir notificaciones en su nombre, ni tampoco guarda relación con la ciudad en la que él vive, que es Pereira.     
Como se dijo atrás, hay lugar a aplicar la presunción de veracidad establecida en el Decreto reglamentario de la Acción de Tutela, en cuanto establece pautas para cuando a la autoridad contra quien se dirige la acción de tutela se le requiere para que se pronuncie sobre los hechos demandados en la misma, y no lo hace: “Si el informe no fuere rendido dentro del plazo correspondiente, se tendrán por ciertos los hechos y se entrará a resolver de plano (…)”.
A pesar de lo anterior, fue aquella resolución expedida el 13 de diciembre de 2016 la que sirvió de base a Colpensiones para librar en contra del accionante un mandamiento de pago el 7 de febrero del presente año (2018), mediante Resolución No. 000882.
Visto lo anterior, debe recordarse que el artículo 29 Constitucional consagra el debido proceso como un derecho de rango fundamental, el cual debe garantizarse en el trámite de todas las actuaciones judiciales y administrativas, ello en aras de garantizarle a cualquier individuo contra quien se siga un proceso, o una actuación administrativa, la oportunidad de ser oído, de presentar pruebas y controvertir las existentes, tener pleno conocimiento de cada una de las etapas y términos que se tienen para el desarrollo de la actuación, y los recursos que proceden contra las decisiones de la administración, así como el tiempo que se tiene para interponerlos. Frente a ello ha dicho la Máxima Guardiana Constitucional: 

“El debido proceso tiene un ámbito de aplicación que se extiende a todos los tipos de juicios y procedimientos que conlleven consecuencias para los administrados, de manera que a éstos se les debe garantizar la totalidad de elementos inherentes a este derecho fundamental. De otra parte, y específicamente en lo que hace relación con los procedimientos administrativos, es necesario precisar que el derecho con que cuentan los ciudadanos, relativo a la posibilidad de controvertir las decisiones que se tomen en dicho ámbito es consubstancial al debido proceso. Si bien ambas son garantías que se derivan del principio de legalidad, son dos caras de la misma moneda, esto es, mientras que el derecho a cuestionar la validez de las decisiones funge como garantía posterior, las garantías propias del derecho fundamental al debido proceso, tales como (i) el acceso libre y en igualdad de condiciones a la justicia; (ii) el acceso al juez natural; (iii) la posibilidad de ejercicio del derecho de defensa (con los elementos para ser oído dentro del proceso); (iv) la razonabilidad de los plazos para el desarrollo de los procesos; y, (v) la imparcialidad, autonomía e independencia de los jueces y autoridades, son elementos que deben ser garantizados durante el desarrollo de todo el procedimiento, y apuntan, principalmente, a brindar garantías mínimas previas. En efecto, los elementos del debido proceso arriba enumerados buscan garantizar el equilibrio entre las partes, previa la expedición de una decisión administrativa. Por el contrario, el derecho a cuestionar la validez de la misma, hace parte de las garantías posteriores a la expedición de la decisión por parte de la autoridad administrativa, en tanto cuestiona su validez jurídica”

Ahora, en lo atinente al derecho de defensa y contradicción, el principio de doble instancia, y la publicidad de las actuaciones y decisiones adoptadas en los procedimientos administrativos, dijo esa Alta Corte en Sentencia C-034 de 2014: 

“(…) Esas garantías se encuentran relacionadas entre sí, de manera que -a modo de ejemplo- el principio de publicidad y la notificación de las actuaciones constituyen condición para el ejercicio del derecho de defensa, y la posibilidad de aportar y controvertir las pruebas, una herramienta indispensable para que las decisiones administrativas y judiciales se adopten sobre premisas fácticas plausibles. De esa forma se satisface también el principio de legalidad, pues solo a partir de una vigorosa discusión probatoria puede establecerse si en cada caso se configuran los supuestos de hecho previstos en las reglas legislativas y qué consecuencias jurídicas prevé el derecho para esas hipótesis.

Una de las notas más destacadas de la Constitución Política de 1991 es la extensión de las garantías propias del debido proceso a las actuaciones administrativas.
 Ello demuestra la intención constituyente de establecer un orden normativo en el que el ejercicio de las funciones públicas se encuentra sujeto a límites destinados a asegurar la eficacia y protección de la persona, mediante el respeto por sus derechos fundamentales. El Estado Constitucional de Derecho es, desde esta perspectiva, un conjunto de garantías de esos derechos, al tiempo que las normas que determinan la estructura del Estado y sus instituciones deben interpretarse en función de esas garantías. En la sentencia C-980 de 2010, señaló la Sala Plena:

“Así entendido, en el ámbito de las actuaciones administrativas, el derecho al debido proceso hace referencia al comportamiento que deben observar las autoridades públicas en el ejercicio de sus funciones, en cuanto éstas se encuentran obligadas a “actuar conforme a los procedimientos previamente establecidos en la ley, con el fin de garantizar los derechos de quienes puedan resultar afectados por las decisiones de la administración que crean, modifican o extinguen un derecho o imponen una obligación o una sanción”
|| 5.5. En el propósito de asegurar la defensa de los administrados, la jurisprudencia ha señalado que hacen parte de las garantías del debido proceso administrativo, entre otros, los derechos a: (i) ser oído durante toda la actuación, (ii) a la notificación oportuna y de conformidad con la ley, (iii) a que la actuación se surta sin dilaciones injustificadas, (iv) a que se permita la participación en la actuación desde su inicio hasta su culminación, (v) a que la actuación se adelante por autoridad competente y con el pleno respeto de las formas propias previstas en el ordenamiento jurídico, (vi) a gozar de la presunción de inocencia, (vii) al ejercicio del derecho de defensa y contradicción, (viii) a solicitar, aportar y controvertir pruebas, y (ix) a impugnar las decisiones y a promover la nulidad de aquellas obtenidas con violación del debido proceso”.
  
Sobre las notificaciones.

El capítulo V de la Ley 1437 de 2011 establece la forma como se deberán realizar las notificaciones a las partes dentro de los procesos administrativos distinguiendo entre las que se realizan para los actos administrativos de carácter general y los de carácter particular. Así las cosas, el artículo 67 de la norma en cita dispone: 

“Artículo  67. Notificación personal. Las decisiones que pongan término a una actuación administrativa se notificarán personalmente al interesado, a su representante o apoderado, o a la persona debidamente autorizada por el interesado para notificarse.

En la diligencia de notificación se entregará al interesado copia íntegra, auténtica y gratuita del acto administrativo, con anotación de la fecha y la hora, los recursos que legalmente proceden, las autoridades ante quienes deben interponerse y los plazos para hacerlo.

El incumplimiento de cualquiera de estos requisitos invalidará la notificación.

La notificación personal para dar cumplimiento a todas las diligencias previstas en el inciso anterior también podrá efectuarse mediante una cualquiera de las siguientes modalidades:

1. Por medio electrónico. Procederá siempre y cuando el interesado acepte ser notificado de esta manera.

La administración podrá establecer este tipo de notificación para determinados actos administrativos de carácter masivo que tengan origen en convocatorias públicas. En la reglamentación de la convocatoria impartirá a los interesados las instrucciones pertinentes, y establecerá modalidades alternativas de notificación personal para quienes no cuenten con acceso al medio electrónico.

2. En estrados. Toda decisión que se adopte en audiencia pública será notificada verbalmente en estrados, debiéndose dejar precisa constancia de las decisiones adoptadas y de la circunstancia de que dichas decisiones quedaron notificadas. A partir del día siguiente a la notificación se contarán los términos para la interposición de recursos.”

Y en consonancia con lo anterior la Corte Constitucional consideró que: 

“4.1.5. Con respecto a la notificación de las actuaciones administrativas, de carácter particular y concreto, el capítulo V del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo -Ley 1437 de 2011-, en el artículo 67 se establece que las decisiones que pongan término a una actuación administrativa se notificarán personalmente, mediante la entrega al interesado, de la copia íntegra, auténtica y gratuita de acto administrativo. La notificación personal también se podrá realizar por medio electrónico en determinados casos y siempre que el interesado acepte ser notificado de esta manera, o por estrados. Asimismo, el artículo 68 del mismo Código, dispone que de no existir otro medio más eficaz de informar al interesado, se le enviará una citación a la dirección, al número de fax o al correo electrónico que figure en el expediente o que pueda obtenerse del registro mercantil, para que comparezca a la diligencia de notificación personal y se establece que “Cuando se desconozca la información sobre el destinatario señalada en el inciso anterior, la citación se publicará en la página electrónica o en un lugar de acceso al público de la respectiva entidad por el término de cinco (5) días”. De no hacerse la notificación personal al cabo de cinco días del envío de la notificación, se realizará por aviso que se remitirá igualmente al número de fax o al correo electrónico que figure en el expediente o que pueda obtenerse del registro mercantil.”
    
En concordancia con lo dicho hasta ahora, considera esta Colegiatura que dentro de la actuación administrativa desplegada por Colpensiones en el caso del señor Óscar López Valencia, se presentaron inconsistencias que constituyeron una violación al debido proceso, entre otras razones porque no fue notificado debidamente de las decisiones tomadas por esa entidad, a pesar de que con ellas se estaba modificando una situación que él encontraba consolidada.
De acuerdo a lo anterior, y aunque se confirmará la decisión de primer nivel en lo relacionado con la improcedencia de la acción de tutela para definir el futuro monto de la pensión de vejez de la cual goza el accionante, así como la exoneración de los cobros por el supuesto “pago de lo no debido”, se encuentra también necesario  corregir en esta instancia judicial la actuación irregular de Colpensiones, por lo tanto se concederá el amparo del derecho fundamental al debido proceso del accionante, ello en el sentido de invalidar la ejecutoria de la Resolución No. GNR 379428 del 13 de diciembre de 2016, para en su lugar ordenarle a Colpensiones que realice la notificación de dicho acto administrativo al señor Óscar López Valencia, cerciorándose de que ésta se lleve a cabo de manera efectiva, para de esta manera darle la oportunidad de controvertirla oportunamente. 
DECISIÓN:

Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR PARCIALMENTE el fallo de tutela proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito de esta ciudad de esta ciudad el 11 de abril del 2018; ello atendiendo los parámetros expuestos en la parte motiva de la presente decisión. 

SEGUNDO: ADICIONAR UN NUMERAL a la decisión impugnada, ello con el fin de TUTELAR el derecho fundamental al debido proceso del cual es titular el señor ÓSCAR LÓPEZ VALENCIA.
TERCERO: INVALIDAR la ejecutoria de la Resolución No. GNR 379428 del 13 de diciembre de 2016, para en su lugar ordenarle a Colpensiones que realice la notificación de dicho acto administrativo al señor Óscar López Valencia, cerciorándose de que ésta se lleve a cabo de manera efectiva, para de esta manera darle la oportunidad de controvertirlas oportunamente. 
TERCERO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
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